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I. Marco de referencia

La delimitación y análisis del cam-
po de estudio en este documento, re-
quiere de algunas consideraciones pre-
vias respecto de la evolución reciente
de este tema en América Latina y el
Caribe (ALC).

1. Contexto y evolución reciente
de la formación para el trabajo
en América Latina y el Caribe

Durante la segunda mitad del si-
glo XX la región contaba, para respon-
der a las demandas de calificación de

mano de obra de sus sistemas produc-
tivos, con dos grandes sistemas públi-
cos de formación: a) el de las Institu-
ciones de Formación Profesional
(IFPs) con su régimen tripartito de ad-
ministración y su mecanismo de
financiamiento por la vía de la contri-
bución parafiscal, y b) el de las áreas
de Educación Técnico-Vocacional
(ETVs) dentro de los sistemas educa-
tivos formales. Estos dos sistemas co-
existían en la mayoría de los países,
con predominancia de uno u otro se-
gún el caso, y resultaban, en lo funda-
mental, suficientes y adecuados para
las demandas de economías cuyas di-
námicas de cambio tecnológico no eran
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objetivo formativo era eminentemen-
te terminal; esto es, ambos conducían
a una definición ocupacional que, para
la mayor parte de los trabajadores, era
mantenida a lo largo de su vida pro-
ductiva. Eran relativamente raras las
exigencias u oportunidades de forma-
ción continuada, excepto por una vía
interna, la de la promoción dentro de
la empresa, ligada a procesos de capa-
citación predominantemente informa-
les; o por la vía externa de la educa-
ción formal orientada hacia la conse-
cución de un titulo universitario, visto
más como mecanismo genérico de
movilidad social que como oportuni-
dad de desarrollo profesional en la
empresa o en la familia ocupacional
respectiva. En los casos de ascenso
originados en el acceso a niveles su-
periores de educación formal era rara
la correspondencia entre la disciplina

de estudios y el área ocupacional. Más
frecuentemente, el mejoramiento de
nivel en la estructura ocupacional se
obtenía por cambio de empresa y/o de
área ocupacional. El esfuerzo directo
de las empresas (en el sentido de eje-
cutado por ellas mismas) en la forma-
ción de sus trabajadores, como proce-
so estructurado, era una actividad de
carácter más bien secundario, restrin-
gida a unos pocos conglomerados o
grandes empresas públicas o privadas,
con predominancia de las prácticas in-
formales y sin involucrar, en general,
inversiones significativas.

Pero, a partir de finales de siglo
irrumpieron en la conformación so-
cioeconómica de la región varios facto-
res que han provocado profundos cam-
bios en el panorama de la formación
profesional.

• Desde el punto de vista demográ-
fico, el efecto de las altas tasas de
crecimiento demográfico registra-
das en las décadas de los cincuen-
ta a ochenta generó un enorme
contingente de jóvenes que presio-
nó tanto los sistemas educativos
tradicionales como los mercados
de trabajo, especialmente los ur-
banos.

• Desde el punto de vista educati-
vo, la oferta de los sistemas edu-
cativos tradicionales, a pesar de la
importante expansión de su cober-
tura, fue incapaz de responder a
la totalidad de esa demanda y, ade-
más, se fracturó en niveles de ca-
lidad muy diferenciados, fenóme-

Durante la segun-
da mitad del siglo
XX la región
contaba, para
responder a las
demandas de
calificación de
mano de obra de
sus sistemas
productivos, con
dos grandes
sistemas públicos
de formación: el
de las Institucio-
nes de Formación
Profesional y el de
las áreas de Edu-
cación Técnico-
Vocacional

muy intensas, protegi-
das como estaban de la
presión competitiva del
comercio internacional.

Ambos sistemas
ofrecían oportunidades
de formación profesio-
nal inicial a una pobla-
ción joven cuyos nive-
les de educación básica
eran relativamente bajos
(hasta la década de los
setenta, aproximada-
mente, el requisito pre-
vio para el ingreso a
ambos sistemas era la
educación primaria, de
cinco o seis años) y su
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nos ambos que condujeron al in-
greso masivo de jóvenes nada o
muy poco educados al mercado de
trabajo.

• Desde el punto de vista económi-
co, las crisis sucesivas del mode-
lo de sustitución de importaciones
y de la reestructuración producti-
va por la transición a una econo-
mía más internacionalizada han
generado tasas de desempleo cró-
nicamente altas, con su correspon-
diente fenómeno de informali-
zación del empleo.

• Desde el punto de vista tecnoló-
gico, los fenómenos universales
de cambio acelerado en los pro-
cesos y en las formas de organiza-
ción de la producción se manifes-
taron también en la región, con sus
consecuentes efectos en el em-
pleo: movilidad incrementada y
precarización agudizada.

• Desde el punto de vista político-
institucional, tres fenómenos par-
ticularmente significativos han
acompañado el profundo cambio
social inducido por los anteriores
factores: el deterioro, o aun la rup-
tura, de los marcos institucionales
tradicionales de la política social
de los diferentes países, el avance
hacia formas de organización po-
lítico-administrativas más descen-
tralizadas, y el cambio estructural
en la ecuación de lo público y lo
privado para la provisión de ser-
vicios sociales.

Todo lo anterior condujo a una se-
ria crisis de los tradicionales sistemas

agudo debate acerca del papel que debe
cumplir dicho nivel educativo en las
trayectorias educativas y laborales de
la población. Es decir, acerca de su
papel como objetivo terminal con re-
lación al mercado de trabajo y/o como
momento dentro del avance propedéu-
tico hacia la educación superior. En
cualquier caso, en la mayoría de los
países subsiste una educación media
técnica relativamente marginal en
cobertura, comúnmente considerada
como modalidad de menor estatus so-
cial y educativo, ofrecida a sectores so-
ciales de menor ingreso y capital cul-
tural, seriamente cuestionada en su
calidad y, en general, orientada hacia
la formación para ocupaciones tradi-
cionales cuya pertinencia a los merca-
dos laborales modernos es discutible1.

En cuanto a las IFPs, y otra vez
hablando en términos generales, tam-
bién es ampliamente conocida la dis-
cusión acerca de la crisis que ha expe-
rimentado su modelo original, en cuan-

En la mayoría de
los países subsis-
te una educación

media técnica
relativamente

marginal en cober-
tura, comúnmente
considerada como

modalidad de
menor estatus

social y educativo,
ofrecida a secto-

res sociales de
menor ingreso y

capital cultural

de ETVs e IFPs. El con-
cepto de educación vo-
cacional fue práctica-
mente abandonado en la
mayoría de los países y
sustituido por el de edu-
cación media técnica,
con sus variantes de
educación media diver-
sificada, polivalente,
etc. Estas denominacio-
nes, y las reformas y
contrarreformas recu-
rrentes en este terreno,
han sido expresión de un
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to ha mostrado dificultades para adap-
tarse a los cambios en el entorno
socioeconómico. Se señalan en la ca-
racterización de esta crisis factores ta-
les como la inflexibilidad al cambio or-
ganizacional, la tendencia al burocra-
tismo, el alejamiento de los sectores
productivos y la pérdida de pertinen-
cia de su oferta con relación a los rápi-
dos cambios que se producen en el
mercado de trabajo.

Su oferta en las modalidades de
formación inicial sistemática de traba-
jadores calificados y de técnicos me-
dios, independientemente de su cali-
dad, tropieza con dificultades en la
obtención de los espacios de práctica
laboral en la empresa, que son esen-
ciales a su modelo de formación com-
partida, y se registran relativamente
altos índices de desempleo entre sus
egresados, que no solo se encuentran
ante un mercado de baja demanda, sino
que deben competir en él con los egre-
sados de la educación media general,
y aún de la universitaria, cuyo real o
supuesto capital cultural es altamente
valorado por los empleadores.

Las modalidades de formación
continuada ofrecidas por los sistemas
IFP (denominados generalmente cur-
sos de complementación o perfeccio-
namiento), que inicialmente habían
sido diseñados pensando en trabajado-
res adultos que no habían logrado una
formación inicial sistemática y que por
esa vía podrían acceder paulatinamen-
te a una certificación ocupacional, o

en aquellos trabajadores calificados
que buscarían ascender en la escala
laboral por la vía de certificaciones tec-
nológicas intermedias, fueron en mu-
chos casos perdiendo paulatinamente
su razón de ser por la carencia de sis-
temas transparentes de certificación,
selección y remuneración en el merca-
do laboral, así como por la sobreoferta
de nueva mano de obra con mejores
niveles de educación formal, especial-
mente aguda en la medida que se fue
ampliando la cobertura de este siste-
ma, sin que se registrara un correspon-
diente crecimiento de la demanda por
los conocidos problemas de estanca-
miento en los sectores productivos.
Esta situación condujo a que, a los
efectos de análisis, con frecuencia se
diferenciara la oferta de las IFPs
en “cursos largos” (aquellos que con-
ducen a la formación sistemática de
trabajadores calificados o de técni-
cos medios) y “cursos cortos”, orien-
tados a demandas más o menos es-
tructuradas

Todo lo anterior, en el contexto de
los factores demográficos y educativos
ya mencionados, así como la irrupción
de los procesos de internacionalización
de la economía, con sus efectos de
cambio técnico y de reorganización
empresarial, produjeron, como ha sido
ampliamente analizado, profundos
cambios en los mercados de trabajo,
en el papel que en ellos juegan la edu-
cación y la capacitación laboral, y en
la diversificación de la base institucio-
nal de la formación profesional.
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Algunas de las tendencias más sig-
nificativas en este terreno son:

a) la creciente valoración de los ni-
veles medios o superiores de edu-
cación formal como requisito para
la inserción laboral, con la corres-
pondiente desvalorización de los
tradicionales mecanismos de for-
mación profesional inicial;

b) la análoga revalorización de la
educación tecnológica post secun-
daria, que plantea el dilema de su
papel como paso intermedio ha-
cia la educación universitaria o
como fase terminal orientada di-
rectamente al mercado de traba-
jo;

c) la discusión generalizada al inte-
rior de los sistemas educativos
sobre la necesidad de incremen-
tar los contenidos de tipo tecnoló-
gico en los niveles de educación
básica y media, así como sobre la
conveniencia de mantener líneas
diferenciadas de educación media
técnica y general, o de integrarlas
en una educación media polivalen-
te;

d) la presión sobre los niveles de pro-
ductividad y competitividad de
las empresas y sus efectos en el
incremento de la inversión de em-
presas y trabajadores en procesos
de formación continuada;

e) la explosión de ofertas de capaci-
tación laboral, especialmente de
origen privado, dirigidas a satisfa-
cer demandas tanto de las empre-
sas como de los trabajadores, que
conlleva el surgimiento de un vi-

goroso mercado de competencias
laborales, aún poco regulado; y

f) la proliferación de programas gu-
bernamentales asociados a la lu-
cha contra la pobreza,

2. Panorama actual de la
formación para el trabajo en
sentido amplio

Los anteriores cambios, que se
aceleraron en la década de los noven-
ta, han conducido a la creación de una
oferta mucho más amplia, compleja y
diversificada de formación para el tra-
bajo que, en sentido amplio, llamare-
mos formación y capacitación laboral
(FCL), y que definiremos como el con-
junto de procesos educativos dirigidos
a crear o desarrollar las competencias
de las personas para incorporarse al
mundo laboral y para desempeñarse
eficientemente en él. Quedan así inclui-
das la educación media técnica, poli-

La formación y
capacitación
laboral es el
conjunto de

procesos
educativos

dirigidos a crear o
desarrollar las

competencias de
las personas para

incorporarse al
mundo laboral

y para
desempeñarse
eficientemente

en él

valente o diversificada
(concepto que ha reem-
plazado casi absoluta-
mente al de educación
vocacional); la educa-
ción tecnológica post-
secundaria (no universi-
taria); la oferta de las
Instituciones de Forma-
ción profesional (IFPs)
en sus distintas modali-
dades; la creciente ofer-
ta de capacitación no
formal, sea ella con o sin
ánimo de lucro; y la ca-
pacitación que brindan
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el que se entiende a los procesos de
formación dirigidos a desarrollar ha-
bilidades y competencias ocupaciona-
les específicas, sean ellas previas al
empleo, durante su desempeño, o para
fines de recalificación laboral. Se asu-
me también otra connotación de la FCL
como proceso continuado y
acumulativo lo largo de la vida produc-
tiva del individuo, alimentado tanto por
la formación básica como por la capa-
citación laboral, e incluso por la edu-
cación informal.

El concepto amplio de FCL llama
la atención sobre un fenómeno muy
relevante a los fines de nuestro estu-
dio: la ruptura de la diferenciación so-
cial que existía entre la educación ge-
neral y la formación profesional, a pe-
sar de que aún subsisten en muchos
casos compartimentos institucionales
diferenciados. Esta compartimentación

ya no responde a una lógica clara de
los mercados de trabajo, sino, por lo
general, a los intereses atávicos de la
estructura burocrática del Estado, es-
pecíficamente de los Ministerios de
Educación y de Trabajo.

Ahora bien, la diferenciación alu-
dida nunca fue completamente hermé-
tica en la realidad social. Metafórica-
mente, podría hablarse de que ambos
mundos estaban separados por una
membrana más o menos porosa a tra-
vés de la cual algunos individuos lo-
graban “colarse”, pero sin que estos in-
tercambios obedecieran a patrones sis-
temáticos de desarrollo educativo o
profesional. Continuando con la me-
táfora, la ruptura de la diferenciación
entre la educación general y la forma-
ción profesional ha creado amplios
agujeros en la membrana, con el con-
secuente establecimiento de fuertes
corrientes de trasvase (de doble vía),
cuyo denominador común se puede
encontrar en el concepto de la educa-
ción o formación continua. Este fenó-
meno, con toda su importancia y po-
tencial de enriquecimiento del capital
humano y de la competitividad de los
sectores productivos, plantea, sin em-
bargo, a los analistas, dificultades me-
todológicas al abordarse temas tan con-
cretos como el del financiamiento de
la formación profesional, pues se con-
fronta el dilema entre la aspiración de
capturar un universo cada vez más
amplio y complejo, y la necesidad
pragmática de definir con precisión el
campo de estudio.

La ruptura de la
diferenciación
entre la educación
general y la
formación
profesional ha
creado fuertes
corrientes de
trasvase (de doble
vía), cuyo
denominador
común se puede
encontrar en el
concepto de la
educación
o formación
continua

las empresas a sus tra-
bajadores, cuando obe-
dece a procesos sistemá-
ticos2 .

La denominación
de FCL alude también a
la distinción entre el
concepto de formación,
referente a los procesos
formativos generales
conducentes a crear
competencias básicas y
transversales aplicables
en general en el mundo
del trabajo, y el de ca-
pacitación laboral, por
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3. Delimitación operativa de la
formación profesional

Es evidente que la amplia y diver-
sificada oferta a la que nos referimos
como FCL constituye un universo muy
complejo y dinámico cuyo estudio exi-
ge un esfuerzo de mayor alcance y
detenimiento del que es posible en este
documento. Por ello, para los fines del
presente análisis, restringiremos la de-
finición de Formación Profesional (FP)
a las siguientes modalidades de oferta
dentro de la FCL:

a) La formación profesional que es
ofrecida por las IFPs, en los paí-
ses donde existe este tipo de insti-
tuciones, en sus diversas varian-
tes.

b) La educación media técnica, di-
versificada o polivalente, en el
caso de los países de la región que,
por tradición cultural o por deci-
sión de política educativa, no han
creado o han abandonado el mo-
delo IFP y por lo tanto confían a
su sistema educativo la formación
inicial de mano de obra orienta-
da directamente al mercado la-
boral, en modalidades expresa-
mente definidas para este fin3 .

c) La capacitación en la empresa, por
la que entendemos la instrucción
ofrecida por los empleadores a sus
trabajadores, siempre que respon-
da a procesos estructurados, es
decir, orientados planificadamente
a objetivos de productividad y
competitividad de la misma em-
presa. Puede ser ejecutada por su

propia organización o a través de
contratistas externos especializa-
dos.

d) La capacitación no formal, que a
su vez presenta dos tipos bien dife-
renciados: la ofrecida por institu-
ciones públicas en el contexto de
políticas sociales de alivio de la
pobreza, y la ofrecida por entida-
des privadas, que responde a diná-
micas de mercado y que se orien-
ta a satisfacer las demandas de
individuos y empresas, general-
mente a través de cursos cortos.

Nótese que las dos primeras cate-
gorías corresponden en todos los paí-
ses a sistemas institucionales, mientras
que las dos últimas son procesos so-
ciales muy abiertos, independiente-
mente del hecho de que puedan ser –y
de hecho en algunos casos lo son– in-
corporadas en marcos institucionales
Esta realidad nos obliga a realizar al-
gunas reflexiones sobre el concepto de
sistema.

4. El concepto de sistema
y el paradigma de los sistemas
nacionales de formación
profesional

Con frecuencia se utiliza en la li-
teratura sobre educación técnica y for-
mación profesional el concepto de sis-
tema. Así, se habla del “sistema edu-
cativo” para referirse al conjunto con-
formado por todos los niveles y moda-
lidades de la educación formal, inclu-
yendo el concepto de “sistema” o



boletín cinterfor

6 2

ciones que comparten la S como pri-
mera letra de su nombre abreviado y
que presentan un mismo mecanismo de
financiamiento o parecida conforma-
ción institucional (SENAI, SENAC,
SENAR, SEBRAE4; etc.).

De la misma manera, en los últi-
mos tiempos ha hecho carrera en va-
rios países de la región el concepto de
sistema nacional de formación profe-
sional. En la práctica, esta denomina-
ción expresa más un paradigma, una
aspiración, que una realidad, aunque
en el caso de países como Chile, don-
de el Servicio Nacional de Capacita-
ción y Empleo se fundamenta en una
ley que integra y regula un conjunto
muy amplio de actores y actividades,
o en los países del Caribe anglófono,
donde se están integrando la diversas
modalidades de educación técnica y ca-
pacitación laboral a partir de sistemas
de normalización y certificación de ca-
lificaciones, se puede afirmar que han
llegado muy cerca de esta aspiración.
Pero, en general, lo que se encuentra
en los distintos países es un conjunto
de sistemas de educación técnica y/o
capacitación laboral que tiene cada uno
su propia organización y estructura ad-

ministrativa, y que aplican mecanismos
de financiamiento específicos.

Por ello conviene aclarar que
cuando hablamos de sistema institucio-
nal en este documento, nos referimos
a una organización que tiene cuatro
partes estructurales bien definidas: sus
cuerpos administrativos; sus mecanis-
mos de financiamiento; sus organismos
de soporte técnico y regulación de ca-
lidad (normas de estructuración y cer-
tificación ocupacional, de desarrollo
curricular, de formación de instructo-
res, etc.); y sus agentes concretos de
capacitación (sean ellos entidades es-
pecializadas, públicas o privadas, las
mismas empresas, etc.).

Quizás la diferencia más signifi-
cativa entre distintos sistemas institu-
cionales, desde la perspectiva del fi-
nanciamiento –entre otras–, es su gra-
do de apertura. Simplificando para fi-
nes de análisis, podríamos denominar
sistemas cerrados aquellos en los que
sus actores están perfectamente defi-
nidos en virtud a su especialización
operativa (por ejemplo, las entidades
capacitadoras o los organismos de so-
porte técnico) o a sus características
poblacionales (los beneficiarios), y en
los que su estructura normativa es
marcadamente compulsiva. Los siste-
mas abiertos, por su parte, serían aque-
llos en los que hay gran libertad para
la participación de oferentes del servi-
cio respectivo, fluidez en el acceso de
beneficiarios y un marco normativo
muy flexible. Obviamente, estamos

El concepto de
sistema nacional
de formación
profesional expre-
sa más un para-
digma, una aspira-
ción, que una
realidad

“subsistema” de educa-
ción técnica; las IFPs
hablan de su “sistema”,
para referirse al conjun-
to de sus modalidades y
mecanismos de servicio;
en Brasil, se habla del
“Sistema S”, incluyendo
en él a todas las institu-
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hablando de “tipos ideales”, puesto que
en la realidad encontraremos un conti-
nuum en el que cada caso se ubica más
o menos cerca de los tipos extremos.
Pero, otra vez a manera de ejemplo, el
sistema educativo, por su misma natu-
raleza, tiende al tipo cerrado, mientras
que el paradigma de los sistemas na-
cionales de formación profesional al
que hemos hecho referencia antes, ten-
dería hacia el tipo abierto.

5. La cuestión del financiamiento

El análisis del financiamiento de
la FP debe tomar en cuenta su natura-
leza de bien que es a la vez público y
privado, o que combina de diversas ma-
neras ambas características. En prin-
cipio, la inversión pública en este te-
rreno conlleva externalidades suficien-
temente amplias y que afectan a gran-
des grupos de población o, en general,
al sistema productivo. Pero también es
cierto que ella genera retornos priva-
dos directos en los trabajadores, a tra-
vés del mejoramiento de su empleabi-
lidad y, por lo tanto, de sus ingresos, y,
en las empresas, por la vía del incre-
mento de su productividad. Por ello,
es universalmente reconocido que a su
financiamiento deben contribuir em-
pleadores y trabajadores

Es generalmente aceptado que la
inversión en formación profesional re-
úne carácter de bien público y debe,
por lo tanto, estar a cargo del Estado
cuando genera competencias en sus
beneficiarios que contribuyen de ma-

lativamente pobres, se impone también
la intervención pública con justifica-
ción de equidad social.

Pero menos frecuentemente se
considera la inversión pública en el fo-
mento y desarrollo de los sistemas
institucionales, especialmente en los
actuales modelos de desarrollo, fuer-
temente proclives al surgimiento de
mercados de formación profesional.
Más adelante en este documento, se
discutirá este tema con mayor deteni-
miento, pero por ahora baste afirmar
que en ninguna sociedad el mercado
funciona de manera ideal, y menos en
los países en vías de desarrollo, donde
distintos factores culturales, económi-
cos e institucionales determinan la
existencia de grandes imperfecciones
de mercado que distorsionan los incen-
tivos para la inversión individual El

En ninguna
sociedad el

mercado funciona
de manera ideal, y

menos en los
países en vías de
desarrollo, donde
distintos factores

culturales,
económicos e

institucionales
determinan la
existencia de

grandes
imperfecciones de

mercado que
distorsionan los

incentivos para la
inversión
individual

nera genérica a la pro-
ductividad de la fuerza
de trabajo y del sistema
productivo, por lo que la
apropiación individual
de sus retornos econó-
micos no es directa e
inmediata, y que se
aproxima más a la cate-
goría de bien privado
cuando está más direc-
tamente vinculada al
empleo, generando re-
tornos que son inmedia-
tamente apropiados por
individuos y empresas
específicas. También se
acepta que en el caso de
países y poblaciones re-
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reconocimiento de esta situación con-
duce a legitimar la inversión pública
dirigida a crear marcos institucionales
que estimulen la oferta, que promue-
van la demanda (incluso por la vía del
subsidio, por razones de equidad, en-
tre otras), y que establezcan mecanis-
mos transparentes de regulación,

Este tipo de consideraciones tie-
ne relación con la cuestión de los sis-
temas. Es comprensible que los siste-
mas institucionales públicos tiendan a
adoptar características de sistema ce-
rrados, mientras que los modelos de
mercado, por esencia, requieren ser
mucho más abiertos a fin de facilitar
la inversión privada. Pero, dado que
asumimos que existe un interés públi-
co en el fortalecimiento y la regulación
de los mercados de FP, se plantea aquí
un difícil dilema de políticas públicas:
¿se ignoran los mercados, abandonán-
dolos a su propia dinámica o se trata
de incorporar la oferta de mercado en
un marco institucional? En este últi-
mo caso, ¿cómo hacer para que la
institucionalización del mercado no sea
tan cerrada que llegue a ahogar sus
potencialidades? Y, en relación a este
planteamiento, ¿pueden los actuales
sistemas institucionales incorporar los
mecanismos de mercado sin que ellos
mismos sufran cambios estructurales?

Finalmente, al considerar los as-
pectos conceptuales sobre el financia-
miento de la FP, es necesario abordar
dos aspectos de gran relevancia. El pri-
mero tiene que ver con la relación cos-
to-efectividad del gasto público, y el

segundo con las fuentes de financia-
miento estatales que, respondiendo a
dinámicas universales de descentrali-
zación político-administrativa, tiende
a presentar diversas combinaciones de
participación de gobiernos centrales y
regionales o locales, con creciente inci-
dencia de estos últimos. Ambos temas
están íntimamente articulados, por
cuanto la medición de costo-efectivi-
dad no es un simple juego de análisis
financiero, sino que tiene que ver con
la identificación de cuáles son los me-
canismos y oferentes de FP más efi-
cientes y eficaces, por lo que son, esen-
cialmente, un indicador de responsabi-
lidad (o accountability, para usar la
más precisa palabra inglesa). Por otra
parte, una de las razones que más pe-
san en la valoración de la descentraliza-
ción de los servicios sociales es, preci-
samente, que cuanto más cercanos es-
tén los proveedores a la población ob-
jetivo o a los actores sociales (empresa-
rios y trabajadores en el caso de la FP),
mayor será su potencial para respon-
der adecuadamente a las demandas y,
en consecuencia, mayor será el nivel
de accountability exigible. Como se ve,
son dos aspectos centrales en el análisis
de los sistemas de FP, sea como realidad
actual o como paradigma propositivo.

II. Visión panorámica del
financiamiento de la Formación
Profesional en América Latina y
el Caribe

Ya hemos comentado que la insti-
tucionalidad de la formación profesio-
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nal en América Latina está sufriendo
grandes transformaciones, que son res-
puesta natural a los profundos cambios
que universalmente se experimentan en
el mundo del trabajo y la producción.
En algunos sectores es posible consta-
tar un nuevo protagonismo de las em-
presas como inversionistas y/o ejecu-
tores directos en la formación de sus
trabajadores. Han surgido nuevos
oferentes de formación y capacitación
para el trabajo: empresas privadas, los
renovados aparatos de capacitación en
la empresa, las instituciones de capa-
citación de origen empresarial, los cen-
tros de desarrollo tecnológico que in-
tegran servicios de innovación y trans-
ferencia de tecnología por la vía de la
capacitación, las ONGs que llevan ser-
vicios a poblaciones marginales, etc.

Se han diversificado los agentes
estatales vinculados con la formación
para el trabajo: ya no son solo los Mi-
nisterios de Educación y las IFPs, sino
nuevos agentes como los Ministerios
de Trabajo, las Secretarías de Bienes-
tar Social, los Fondos de Solidaridad
o Compensación Social, los Gobiernos
Locales, etc., quienes se convierten en
fuentes públicas de financiamiento,
aprovechando y/o estimulando, en mu-
chos casos, el surgimiento de “merca-
dos de capacitación” a los que concu-
rren múltiples proveedores públicos y
privados.

Todo ello ha colocado en la dis-
cusión de políticas públicas de edu-
cación y de empleo la necesidad de re-
formar los sistemas de formación para

bien público y bien privado en sus di-
ferentes manifestaciones, como desde
la preocupación por la equidad social,
a fin de garantizar el acceso de toda la
población a iguales oportunidades de
formación.

A continuación, en el marco de las
anteriores reflexiones, intentaremos
una tipificación somera de las diver-
sas modalidades de financiamiento de
la formación profesional que se en-
cuentran hoy en la región de América
Latina y el Caribe.

1. Las contribuciones
parafiscales

Este es el mecanismo que dio ori-
gen al llamado “modelo latinoameri-
cano” de Instituciones de Formación
Profesional, IFP. En él, el financia-
miento de las IFPs se produce a través
de tasas o contribuciones parafiscales

La institu-
cionalidad de la

formación
profesional en

América Latina
está sufriendo

grandes
transformaciones,
que son respuesta

natural a los
profundos

cambios que
universalmente se

experimentan en
el mundo del

trabajo y la
producción

el trabajo. Ahora bien,
esta discusión no se re-
duce al tema de la refor-
ma “interna” de los
sistemas tradicionales,
sean ellos las IFPs o los
sistemas de ETV, sino
acerca de los papeles
que deben desempeñar
los sectores público y
privado en el terreno de
la formación para el tra-
bajo, tanto desde la pers-
pectiva de la economía
pública, al diferenciar
entre las funciones de
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de las empresas, con destinación espe-
cífica a la formación profesional, de-
terminadas casi siempre como un por-
centaje del valor de la nómina de tra-
bajadores. El universo contribuyente es
definido de manera diferente en cada
país, pero generalmente cubre a todas
las empresas de más de diez trabaja-
dores y, en algunos casos, a empresas
públicas y organismos gubernamenta-
les. El monto de la tasa oscila entre el
0.5 y el 2 % del valor de la nómina.

Sus características básicas son: a)
personería jurídica propia y autonomía
administrativa; b) estructura de admi-
nistración tripartita (gobiernos empre-
sarios y trabajadores); c) pertenencia
a la administración pública excepto en
el caso del Brasil, donde la adminis-
tración de los recursos y de las IFPs
correspondientes (SENAI, SENAC,
SENAT, SENAR) está a cargo del sec-
tor empleador a través de las Federa-

raleza pública o privada de estos fon-
dos. La parafiscalidad es una técnica
de finanzas públicas que recaba recur-
sos de un sector específico de la socie-
dad para el autofinanciamiento y
autogestión de determinadas funciones
públicas o actividades que benefician
al propio sector Por lo tanto, entraña
un modelo mixto de confluencia del
poder público y la sociedad civil, apor-
tando el primero su facultad impositiva
y fiscalizadora, y concurriendo el se-
gundo con su capacidad de gestión.

Es precisamente en la gestión de
los recursos provenientes de la contri-
bución parafiscal donde se encuentran
diferencias marcadas en los diversos
casos nacionales. Así, las entidades
brasileras, pioneras del sistema, han
tenido siempre una administración pri-
vada, delegada por el Estado a las Cá-
maras Empresariales del sector respec-
tivo, mientras que la totalidad de los
otros casos nacionales asumió el ca-
rácter de entidades públicas, si bien con
mecanismos de administración tripar-
tita, como corresponde a una doble
perspectiva: la del principio de parti-
cipación en la gestión de los recursos
por parte de sus aportantes, propia de
la parafiscalidad en general, y la del
principio de la concertación de acto-
res sociales, propia de la tradición de
la OIT, entidad que tuvo un papel fun-
damental en la construcción y difusión
del modelo.

Esta diferenciación entre el caso
nacional del Brasil, de administración
privada, y una constelación de casos

La parafiscalidad
es una técnica de
finanzas públicas
que recaba
recursos de un
sector específico
de la sociedad
para el autofinan-
ciamiento y
autogestión de
determinadas
funciones
públicas o activi-
dades que benefi-
cian al propio
sector

ciones de Cámaras
Empresariales.

El modelo de finan-
ciamiento proveniente
de las tasas parafiscales
de destinación específi-
ca es objeto de varias ar-
gumentaciones concep-
tuales que tienen, o pue-
den tener, profundas
implicaciones en la teo-
ría de las finanzas públi-
cas y en la administra-
ción de los recursos. En
primer lugar, la discu-
sión acerca de la natu-
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de administración pública, se mantu-
vo por varios lustros, sin perjuicio de
que se establecieran estrechos lazos de
cooperación y espíritu de cuerpo entre
todas ellas, especialmente a través de
Cinterfor/OIT.

Sin embargo, con el transcurrir del
tiempo, bajo el influjo de las transfor-
maciones socioeconómicas y político-
administrativas que se producían en la
región, y como resultado de sus pro-
pias dinámicas organizacionales, se
produjo un proceso de diferenciación
entre países e instituciones de la ver-
tiente pública, cuyo resultado, visto
desde la perspectiva de su relación con
otras modalidades de financiamiento
de la formación profesional, permite
hoy distinguir los siguientes grupos5:

• Casos donde la contribución pa-
rafiscal subsiste, así como la ins-
titución administradora, mante-
niendo esta su carácter público, y
que son la mayoría. Sin embargo,
cabe anotar que en prácticamente
todas ellas se registra una tenden-
cia a revisar su papel de adminis-
tradoras-ejecutoras para abrirse al
paradigma de entidades “eje” o
“rectoras” de Sistemas Naciona-
les de Formación Profesional, si
bien es difícil juzgar –con el nivel
de información disponible para la
elaboración de este documento– el
grado de avance efectivo que cada
una de ellas muestre en su corres-
pondiente reestructuración organi-
zativa y en la profundización de
su grado de apertura.

• Casos en que el paradigma sisté-
mico ha sido ya incorporado en
la ley, asignando a la IFP respec-
tiva el carácter de “entidad recto-
ra” del Sistema. El INFOTEP, de
República Dominicana, es entidad
pionera de la contratación de ser-
vicios externos de capacitación a
través de la figura de los “Centros
Colaboradores”. El INA de Costa
Rica también recibe de la ley el
mandato de organizar y coordinar
un Sistema Nacional de Capacita-
ción y Formación Profesional, e
igualmente ha avanzado en la
modalidad de desconcentración
por la vía del reconocimiento de
Centros Colaboradores.

• Caso del SENA de Colombia, don-
de además de su definición como
entidad rectora de un Sistema Na-
cional de Formación Profesional,
la ley determina que hasta un 20%
de sus recursos pueden ser utili-
zados para estimular los esfuerzos
de formación continua en las em-
presas, mediante el mecanismo de
devolución de aportes a aquellas
que demuestren haber realizado
una inversión propia de ciertas ca-
racterísticas y volumen. En la
práctica, este mecanismo podría
llegar a tipificarse como una nue-
va categoría de financiamiento, la
de devolución de impuestos, que
hasta el presente no existía en el
panorama regional.

• El caso de Chile, que eliminó la
figura de la contribución parafis-
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cal del panorama del financia-
miento de la formación profesio-
nal, y donde, por tanto, la institu-
ción administradora el INACAP,
subsiste pero convertida en corpo-
ración privada sin ánimo de lucro,
que compite como cualquier otro
oferente en el mercado. Este caso
será retomado más adelante como
expresión de otro modelo, radical-
mente diferente, de financiamien-
to público de la formación profe-
sional.

• Casos en los que se mantiene la
figura de la contribución parafis-
cal, pero donde se redefinió por
ley la entidad administradora. En
uno de ellos, el de Bolivia, la ad-
ministración de los recursos se
entregó a una Fundación del sec-
tor empresarial, el INFOCAL. En
El Salvador, se creó una nueva ins-
titución, el INSAFORP, que sin
perjuicio de su carácter público
presenta predominancia de los
sectores empresarial y laboral en
su órgano de dirección. En el Perú,
el SENATI se mantuvo como en-
tidad pública pero igualmente se
dio predominancia al sector em-
presarial en su administración. Fi-
nalmente, dentro de este grupo
encontramos el caso del Paraguay,
donde a finales del año pasado se
creó por ley el Sistema Nacional
de Formación Profesional, con un
órgano rector de carácter público
y tripartito que pasa a administrar
los recursos de la contribución

parafiscal, mientras que el SNPP,
la IFP original, pasa a ser un eje-
cutor “privilegiado” que recibe
automáticamente el 50% de los
recursos de la misma contribu-
ción.

En la misma categoría de finan-
ciamiento de la FP mediante una con-
tribución parafiscal, pero con caracte-
rísticas propias que serán comentadas
más adelante, apareció más reciente-
mente el caso de Jamaica, donde la
administración de los recursos fue en-
tregada por la ley a una Fundación
de carácter privado cuyo órgano de
dirección es también tripartito, pero
controlado por representantes de
empleadores y trabajadores: el Heart
Trust Fund.

Como se ve, existe una variada
evolución del modelo contribución
parafiscal / IFP de carácter público, en
la que se constatan dos grandes ten-
dencias: una, la devolución del poder
en las entidades administradoras a los
sectores privados (empleadores y tra-
bajadores), que había sido paulati-
namente concentrado en el poder públi-
co; y otra, a la apertura de los respecti-
vos sistemas institucionales, mediante
la cual las IFPs renuncian a la totali-
dad o a parte de sus funciones de eje-
cución directa de servicios de FP para
orientarse más a la financiación de
otros ejecutores, públicos y privados,
y a la regulación del mismo sistema.
Falta por ver en qué medida esta estra-
tegia de apertura ha obtenido resulta-
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dos significativos, medidos, por ejem-
plo, en la proporción de recursos que
son transferidos a terceras entidades.

La intensa dinámica de cambio
constatada en las instituciones públi-
cas del modelo de financiamiento me-
diante contribuciones parafiscales. in-
dica que este ha manifestado síntomas
de crisis, que en general la literatura
pertinente atribuye a la rigidez propia
de la administración pública y a la ten-
dencia a que sean cooptadas por pro-
cesos político-clientelistas.

2. Asignaciones del presupuesto
estatal en el marco de los siste-
mas educativos

En consecuencia, con la delimita-
ción operativa que utilizamos en este
documento, incluimos en esta catego-
ría a los sistemas de educación técnica
y formación profesional de los países
de la región que, por tradición cultural
o por decisión de política pública, con-
fían a su sistema educativo la forma-
ción inicial de mano de obra orientada
directamente al mercado laboral, en
modalidades expresamente definidas
para este fin y, en algunos casos, la
prestación de servicios de formación
profesional no formal.

El financiamiento en este modelo
proviene del presupuesto nacional, sea
de los recursos del gobierno central o
de los gobiernos regionales/locales, en
diversas combinaciones que general-
mente involucran mecanismos de

transferencia de recursos y competen-
cias del gobierno central hacia el nivel
regional o local.

Este grupo recoge los casos de Ar-
gentina, Uruguay y Cuba, cada uno con
características específicas. Igualmen-
te, se puede incluir en esta categoría a
los casos de Trinidad Tobago, Barba-
dos, Surinam y Haití.

• En el caso del Uruguay, opera el
Consejo de Educación Técnico
Profesional, conocido también por
su antigua denominación –Univer-
sidad del Trabajo/UTU– que por
una parte opera la línea de educa-
ción básica y media tecnológica
bajo una perspectiva polimodal
orientada a la formación de la nue-
va mano de obra que ingresa al
mercado de trabajo, y de la otra,
diversas líneas de capacitación
técnica articuladas con los acto-
res sociales y los sectores produc-
tivos.

• En Argentina, se disolvió el anti-
guo CONET y se transfirieron sus
Centros de Formación Profesional
a los gobiernos provinciales y al
Gobierno de la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires. En reemplazo
del CONET se creó el Instituto
Nacional de Educación Tecnoló-
gica/INET, responsable de la po-
líticas de formación técnico-pro-
fesional de nivel nacional, desde
donde se ha venido desarrollando
la modalidad de educación básica
y media técnica polimodal. Simul-
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táneamente, se creó el Consejo
Nacional de Educación-Trabajo/
CoNE-T, como organismo asesor
de del Ministro de Educación e
integrado por representantes de
empleadores, organizaciones sin-
dicales, y de los Ministros de Tra-
bajo y Economía.

• El caso de Cuba, visto desde la
perspectiva del financiamiento,
reúne dos características especia-
les derivadas de la ideología sub-
yacente a su sistema sociopolítico,
que promueve intensamente la re-
lación entre estudio y trabajo. De
una parte, que la educación gene-
ral y la capacitación técnica están
fuertemente monopolizadas por el
Estado, y de la otra, que los sub-
sistemas de educación general,
politécnica y laboral están íntima-
mente articulados, como lo de-
muestra el currículum de prima-
ria que incluye 480 horas de “edu-
cación laboral”. Uno de los obje-
tivos centrales del sistema educa-
tivo es preparar una clase obrera
productiva y, en consecuencia,
cerca del 50% de los egresados del
noveno grado ingresan a la edu-
cación técnico-vocacional, cuyo
currículum y ejecución se desarro-
llan bajo estrecha coordinación de
los educadores y las organizacio-
nes de empleadores públicos.

Los sistemas educativos de países
del Caribe anglófono (Jamaica, Barba-
dos y Trinidad y Tobago, entre otros),
han experimentado en años recientes,

bajo políticas concertadas desde el
CARICOM, cambios muy intensos en
sus sistemas de educación técnica y
formación profesional, en un esfuerzo
dirigidos a integrar sus sistemas tradi-
cionales de educación técnica, gene-
ralmente derivados del modelo del
Reino Unido, con nuevas modalidades
de formación y capacitación laboral
mucho más flexibles, orientadas al
mercado y con estrecha participación
de los sectores productivos. Su carac-
terística fundamental es que descansan
en sistemas nacionales de normas ocu-
pacionales y calificaciones profesiona-
les, también bajo el modelo británico,
lo que determina una diferencia fun-
damental con el enfoque de los otros
sistemas planteados en varios países de
América Latina, que se focalizan en la
integración de las ofertas.

La entidad pionera de este movi-
miento es el HEART Trust de Jamai-
ca, una de las National Training Agen-
cies/NTAs, que se han creado en va-
rios de este grupo de países. HEART
está ubicado institucionalmente en la
esfera del Ministerio de Educación, y
coordina sus relaciones con los secto-
res empresarial y laboral a través del
Consejo Nacional de Educación Téc-
nica y Formación, conocido como el
NCTVET por su sigla en inglés. Otros
arreglos institucionales análogos, en
Barbados y Trinidad y Tobago se ubi-
can en el ámbito de sus Ministerios de
Trabajo.

Sin embargo, conviene tener en
cuenta el contexto general en que se
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mueve la educación media en la región,
dado que, como se ha mencionado an-
tes, este nivel de la educación formal
es, en la práctica, un importante pro-
veedor de mano de oferta para el mer-
cado de trabajo. Los analistas del sec-
tor educativo se plantean dos grandes
cuestionamientos sobre ella: a) la re-
visión de su papel tradicional de etapa
en el proceso propedéutico de avance
hacia la educación superior, que ya no
tiene sentido cuando se constatan sus
coberturas relativamente bajas, sus al-
tas tasas de deserción y el hecho de que
solo una fracción reducida de sus
egresados realmente ingresan a la edu-
cación terciaria; b) y relacionada con
la anterior, el cuestionamiento acerca
de la tradicional diferenciación entre
una educación media “académica” y
una “técnico-vocacional”, que avanza
hacia una reconceptualización de la
educación media como etapa de explo-
ración de los intereses y aptitudes de
los estudiantes, y de orientación hacia
la selección de los diversos destinos
ocupacionales posibles (o futura iden-
tidad profesional), en lugar de conti-
nuar con la función de puente o ‘nivel
de paso’ u obligado para acceder a la
educación superior.

3. Asignaciones del presupuesto
estatal en el marco de los
Ministerios de Trabajo

Los Ministerios de Trabajo de la
región están asumiendo un nuevo
protagonismo en el escenario de la for-
mación profesional de América Lati-

Los Ministerios de
Trabajo de la
región están

asumiendo un
nuevo

protagonismo en
el escenario de la

formación
profesional de

América Latina y
el Caribe

para atender nece-
sidades formativas
focalizadas de de-
terminados grupos,
por ejemplo jóve-
nes de bajos ingre-
sos, y otra para fa-
vorecer el desarro-
llo institucional de
entidades formati-
vas no tradiciona-
les. Mediante la se-

na y el Caribe, no solo en lo que se
refiere a la definición de los lineamien-
tos de políticas, sino también en la ac-
ción programática, que conlleva la
creación y desarrollo de secretarías,
direcciones o servicios que atienden
específicamente a la formación profe-
sional en el marco de un resurgimien-
to de las políticas activas de mercado
de trabajo. La trascendencia otorgada
a estas políticas se evidencia en los im-
portantes volúmenes de recursos finan-
cieros asignados a la concreción de los
diversos programas y proyectos. Estos
recursos provienen de distintas fuen-
tes: fondos públicos para capacitación
establecidos por ley; recursos extraor-
dinarios provenientes del erario públi-
co; fondos de desempleo, etc. Véanse
a continuación algunos casos:

• En Argentina, la Ley General de
Empleo de 1991 otorgó al Minis-
terio de Trabajo competencias so-
bre la formación vinculada a polí-
ticas de empleo, permitiendo que
este organismo desarrolle progra-
mas y acciones de capacitación
laboral a través de dos líneas: una,
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gunda línea se ha se ha buscado
fomentar la asociatividad de dife-
rentes actores sociales locales con
fines formativos, dando lugar a ex-
periencias tales como los “Talle-
res Ocupacionales/TO”, institu-
ciones de derecho privado sin áni-
mo de lucro, para cuya creación e
impulso inicial el Estado cofinan-
cia gastos de inversión y operati-
vos, y de los “Consejos de Forma-
ción Profesional”, ambos gestio-
nados paritariamente por emplea-
dores y sindicatos.

• México, por su parte, financia des-
de el ámbito del Ministerio de Tra-
bajo dos programas de especial
significación: a) el Programa de
Becas para Capacitación de
Trabajadores Desempleados,
PROBECAT, cuyo mecanismo
operativo consiste en contratar
cursos de capacitación con insti-
tuciones, generalmente públicas,
a la vez que ofrece al beneficiario
una remuneración durante su du-
ración. Está dirigido a la recali-
ficación de trabajadores desem-
pleados, que son capacitados a tra-
vés de instituciones de capacita-
ción existentes o en empresas que,
a cambio de acceder a los recur-
sos del programa, se comprome-
ten a emplear una cierta propor-
ción de los participantes egresa-
dos; y b) el CIMO (Calidad Inte-
gral y Modernización), dirigido a
desarrollar la demanda de capaci-
tación y asesoría de la micro, pe-
queña y mediana empresa a través

de mecanismos de intermediación
entre la oferta de servicios y las
demandas o necesidades de las
unidades productivas, que deben
cofinanciar, con recursos propios,
una proporción, creciente en el
tiempo, del costo de tales servi-
cios.

Para dimensionar adecuadamente
el esfuerzo de financiamiento que
desarrolla el Ministerio de Traba-
jo en México a través de estos dos
programas, es necesario tener en
cuenta que ellos hacen parte del
Proyecto de Modernización de la
Educación Técnica y la Capacita-
ción/PMETYC, cuyo eje estraté-
gico es el desarrollo de un siste-
ma nacional de competencias la-
borales, a cargo del CONOCER,
caso que será reseñado más ade-
lante.

• En el Uruguay, el Ministerio de
Trabajo tiene por ley, desde 1992,
competencias en el ámbito de las
políticas y programas de capaci-
tación laboral, ámbito que ante-
riormente era exclusivo del sector
educativo. Su organismo ejecuti-
vo para tal fin es la Dirección Na-
cional de Empleo/DINAE. Es sig-
nificativo que la acción de la
DINAE en el campo de la capaci-
tación laboral no se reduce a la
promoción de proyectos específi-
cos, sino que ha asumido el obje-
tivo de propender a la creación de
un Sistema Nacional de Forma-
ción. En cualquier caso, su instru-
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mento financiero más importante
es el Fondo de Reconversión La-
boral, al que aportan empresas y
trabajadores, y que tiene como
objetivo financiar programas de
capacitación focalizados hacia tra-
bajadores con especiales dificul-
tades para insertarse en el merca-
do de trabajo. Su administración
está a cargo de la Junta Nacional
de Empleo/JUNAE, órgano de
conformación tripartita (gobierno,
centrales sindicales y organizacio-
nes empresariales).

Conviene tener en cuenta que el
Fondo de Reconversión Laboral es
alimentado principalmente por el
producto parcial de un impuesto
y que tiene destinación específi-
ca, con lo que se acerca a la mo-
dalidad de una contribución para-
fiscal. También, que incluye un
mecanismo por el cual las empre-
sas que reincorporen trabajadores
recapacitados con recursos del
Fondo tienen derecho a obtener un
reintegro de los aportes realizados,
lo que abre –como en el caso del
SENA ya mencionado– la figura
de los reintegros fiscales, hasta
ahora no existente en la región.

• Quizás el más importante caso de
este tipo, por la magnitud de los
recursos y por su alcance como
política pública de empleo, es el
del Brasil, donde por norma cons-
titucional se crearon ciertas tasas
fiscales calculadas sobre la factu-

ración bruta de las empresas pú-
blicas y privadas, que ingresan al
presupuesto federal con destino a
la protección social de los traba-
jadores. La Ley que reglamentó
estas tasas en 1990 inscribe la apli-
cación de estos recursos dentro de
la política pública de empleo e in-
gresos, y los asigna al Fondo de
Amparo al Trabajador/FAT, que es
administrado por un organismo de
conformación tripartita y paritaria,
el Consejo Nacional Deliberativo
del FAT.

Una de las líneas programáticas
del FAT es la inversión en forma-
ción profesional a través del Plan
Nacional de Calificación del Tra-
bajador/PLANFOR, que se ha co-
locado como meta de mediano pla-
zo capacitar cada año a un 20%
de la Población Económicamente
Activa/PEA. Para alcanzar esta
exigente meta, el PLANFOR tie-
ne como estrategia la movilización
de la “Red Nacional de Educación
Profesional”, la promoción de Pla-
nes Estatales de Calificación,
PEQ6.

La ejecución del PLANFOR se
realiza mediante el mecanismo de
“Parcerías” con entidades públi-
cas y privadas de capacitación, sea
individual y directamente, sea a
través de organismos nacionales y
estaduales, con lo que entre otros
fines se obtiene un efecto de apa-
lancamiento de su inversión.
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cian a través de la fran-
quicia tributaria pueden
ser dirigidas a los em-
pleados actuales de la
empresa, capacitación
antes de la vigencia del
posible contrato de tra-
bajo, o capacitación eje-
cutada hasta tres meses
luego de su finaliza-
ción7 .

El caso chileno tie-
ne gran significación
por cuanto expresa una
decisión política del Es-
tado en dos sentidos:
uno, el de renunciar a la

oferta directa de servicios de capacita-
ción laboral, delegándola en el sector
empresarial y en general en el merca-
do, y dos, de ejercer la potestad públi-
ca en este campo por la vía de las fun-
ciones de financiamiento y regulación,
lo que supone de hecho la creación de
un verdadero sistema institucional,
cuyo eje es el SENCE, habiéndose con-
solidado con el tiempo una interesante
masa de oferta privada de servicios de
capacitación cuya oferta está muy
orientada desde la demanda. Un resul-
tado especialmente importante de la
estrategia de contratación o financia-
miento de servicios de capacitación
con base en mecanismos de mercado
ha sido la creación de una base de in-
formación de costos que, conjuntamen-
te con los resultados evaluativos de los
distintos programas, arroja señales
transparentes a oferentes y demandan-
tes de este tipo de servicios.

En los cerca de 25 años de expe-
riencia con el sistema de la franquicia
tributaria, el Estado chileno ha reali-
zado distintos ajustes al modelo, diri-
gidos a compensar tendencias no de-
seadas, tales como la concentración
inicial del uso de la franquicia tributa-
ria en el sector de grandes empresas y
en los niveles altos y medios de la es-
tructura ocupacional. Igualmente, se
han creado mecanismos de concerta-
ción nacional, sectorial y de empresa,
a través de los cuales se busca equili-
brar la participación del sector laboral
con la del sector empresarial

El Estado chileno
ha realizado
distintos ajustes al
modelo, dirigidos
a compensar
tendencias no
deseadas, tales
como la concen-
tración inicial del
uso de la franqui-
cia tributaria en el
sector de grandes
empresas y en los
niveles altos y
medios de la
estructura
ocupacional

4. Incentivos tributarios a las
empresas

En esta modalidad de financia-
miento, las empresas recuperan sus
gastos en capacitación después de pre-
sentar sus declaraciones de impuestos.
En la región Latinoamericana y del
Caribe solo se encuentra en Chile, don-
de la denominada “franquicia tributa-
ria” tiene un tope equivalente al 1%
de la masa salarial. Las empresas tie-
nen la libertad de ejecutar directamen-
te la capacitación, o de contratar los
servicios de una amplia red de orga-
nismos proveedores, denominados Or-
ganismos Técnicos Ejecutores, regu-
lados por el Servicio Nacional de Ca-
pacitación y Empleo/SENCE, depen-
diente del Ministerio de Trabajo. Las
acciones de capacitación que se finan-
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5. Programas especiales de
inversión social

Ante la crónica situación de po-
breza de gran parte de la población la-
tinoamericana y del Caribe, y especial-
mente en los últimos años con el obje-
tivo de enfrentar los altos índices de
desempleo que se han generado como
consecuencia de los procesos de rees-
tructuración productiva, ajuste fiscal y
racionalización del Estado, generaliza-
dos en los países de la región, han sur-
gido una gran variedad de programas
de inversión social de emergencia, para
algunos de los cuales se han creado
organismos administradores ad hoc,
denominados Fondos, o Redes, de In-
versión Social, y que en otros casos han
sido adscritos a instituciones existen-
tes, sean ellas las Presidencias de las
Repúblicas respectivas, de Bienestar
Social, las Secretarías de Juventud, etc.

Las característica básicas de este
tipo de programas son: a) su carácter
temporal8; b) su alto grado de focali-
zación sobre poblaciones especialmen-
te vulnerables; c) su financiamiento por
la vía de créditos de la banca multila-
teral, lo que refuerza la temporalidad
señalada anteriormente; y d) su orien-
tación estratégica a la participación de
la sociedad civil, la descentralización
operativa, la apertura a mecanismos de
mercado, etc.

Su campo de acción es muy diver-
so, pero en lo atinente al tema de este
estudio, son directamente relevantes
los programas especializados de capa-

llando sistemas institucionales perma-
nentes para la formación profesional,
como son los casos de México, Uru-
guay, Argentina, etc., se ha entregado
su administración a estas nuevas es-
tructuras.

Desde la perspectiva del financia-
miento de la FP, los volúmenes de in-
versión involucrados pueden ser rela-
tivamente importantes en el marco
temporal que los caracteriza, pero en
el largo plazo pierden significación al
agotarse los recursos, momento que
muchas veces corresponde a la finali-
zación de la operación de crédito in-
ternacional respectiva. Sin embargo,
cabe reconocer que esa temporalidad
es propia de la lógica de emergencia

Desde la
perspectiva del

financiamiento de
la FP, los

volúmenes de
inversión

involucrados
pueden ser

relativamente
importantes en el

marco temporal
que los caracteriza,

pero en el largo
plazo pierden

significación al
agotarse sus

recursos, momento
que muchas veces

corresponde a la
finalización de la

operación de
crédito internacio-

nal respectiva

citación e inserción la-
boral de jóvenes, los de
recalificación de desem-
pleados, y los de apoyo
a la microempresa u
otras formas de auto-
empleo. También son re-
levantes los que, desde
una perspectiva de géne-
ro o de inversión en ca-
pital humano, se orien-
tan a poblaciones espe-
cíficas como las mujeres
jefas de hogar, y que in-
cluyen componentes de
capacitación laboral o
apoyo a la creación de
microempresas. Muchos
de estos son adelantados
por Ministerios de Tra-
bajo, y cuando desde
ellos se están desarro-
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que al ser difundidos en otros países,
asociados a operaciones de crédito del
BID, han servido como vehículo de es-
quemas de mercado para la contrata-
ción de los servicios que –independien-
temente de otras valoraciones sobre el
modelo específico en mención– esti-
mulan el surgimiento de nuevas ofer-
tas, promueven el acercamiento de los
capacitadores a la empresa y enrique-
cen las opciones de política pública
pertinentes.

6. Confluencia de financia-
mientos públicos en sistemas
multi-institucionales integrados

Algunos países de la región han
logrado avanzar hacia la creación de
sistemas de educación técnica y capa-
citación laboral que integran diversas
fuentes de financiamiento público (e
incluso de financiamiento privado,
tema sobre el que se volverá más ade-
lante). Lo interesante de esta evolución
es que cada país parece estar constru-
yendo un modelo propio que aprove-
cha la tradición e infraestructura dis-

ponibles, pero encontrando nuevas es-
trategias integradoras que reestructu-
ran las partes antes aisladas y aportan
sinergias a la acción conjunta, lo que
tiene significación desde una perspec-
tiva de análisis de costo-efectividad de
la inversión agregada.

Sin ánimo de exclusión, concen-
traremos la atención en dos casos cuya
estrategia integradora es la de norma-
lización y certificación de competen-
cias laborales: los de México y los paí-
ses del Caribe Anglófono, concreta-
mente Jamaica, Barbados y Trinidad y
Tobago9.

El Proyecto de Modernización de
la Educación Técnica y la Capacita-
ción/PMETYC en México, menciona-
do anteriormente, hace parte de una
política nacional dirigida a superar los
problemas de fragmentación de la for-
mación para el trabajo que era tradi-
cional en este país. Consta de cuatro
componentes:

a) el desarrollo del sistema de nor-
malización de competencias labo-
ral, que es el eje estratégico del
modelo y cuya ejecución está a
cargo del CONOCER;
b) el de transformación de la ofer-
ta de capacitación, a cargo de la
Secretaría de Educación, especial-
mente vía el Colegio Nacional de
Educación Profesional Técnica/
CONALEP;
c) el de estímulos a la demanda
de capacitación y certificación la-
boral, ejecutado a través de los

Algunos países de
la región han
logrado avanzar
hacia la creación
de sistemas de
educación técnica
y capacitación
laboral que
integran diversas
fuentes de
financiamiento
público

social que las sustenta,
y que, por otra parte, en
muchas ocasiones han
jugado un papel no me-
nor como “laboratorio”
de nuevas modalidades
de financiamiento. Ilus-
trativo en esta perspec-
tiva es el caso de los pro-
gramas de capacitación
laboral de jóvenes del
modelo “Chile Joven”,
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programas Calidad Integral y Mo-
dernización/CIMO y Becas de Ca-
pacitación para Desempleados
(PROBECAT), ya reseñados, a
cargo de la Secretaría del Traba-
jo; y
d) el de información, evaluación
y estudios, cuyo objetivo es esta-
blecer un sistema de información
que permita dar seguimiento y
evaluar los impactos del Proyecto
en su conjunto, así como coordi-
nar la realización de estudios e in-
vestigaciones que retroalimenten
a sus otros componentes.

Especialmente pertinente al tema
de las sinergias institucionales y de
financiamiento es la función que se
atribuye al sistema de información, en
el sentido de actuar como interfase
entre las diversas instituciones de los
sectores educativo y laboral que parti-
cipan en el Proyecto, permitiendo el
cruce de información de la oferta de
mano de obra calificada, la demanda
de empleo y la oferta de capacitación
basada en competencia laboral.

Por su parte, en los países del Ca-
ribe anglófono se han desarrollado
agencias coordinadoras de la Educa-
ción Técnica y la Capacitación Labo-
ral, denominadas National Training
Agencies/ NTA, creadas con el propó-
sito de reducir la brecha de destrezas
promoviendo una infraestructura edu-
cativa uniforme. Las NTAs tiene un
diseño organizativo y una lógica estra-
tégica comunes, basadas ambas en el
modelo del Reino Unido, por lo que

su eje orientador es el tema de la nor-
malización de competencias laborales,
que es regulado por un National
Council for TVET,/ NCTVET, de con-
formación tripartita.

7. Financiamiento privado de la
capacitación. Las inversiones en
formación continua por parte de
empresas y trabajadores

En esta sección se aborda el tema
de la inversión privada que realizan
empresas y trabajadores, las primeras
en el mejoramiento de sus recursos
humanos por la vía de la capacitación
en (o para) el puesto de trabajo10, y los
segundos como estrategia de elevación
de su potencial de empleabilidad en un
mercado de trabajo cada vez más com-
petitivo.

En el caso de las empresas, nos re-
ferimos a la inversión directa, finan-
ciada con recursos propios, adicional
a la que se hace por vía de impuestos,
tasas o contribuciones parafiscales, o
de la que se espera sea reembolsada
posteriormente por medio de la devo-
lución fiscal. Puede ser realizada con
autonomía programática o como apor-
te a esquemas asociativos, donde se
complementa con financiamiento pro-
veniente de recursos públicos. En el
caso de los trabajadores, se considera
el gasto directo que hacen los indivi-
duos o sus familias para pagar a pro-
veedores privados de formación pro-
fesional, sea ella inicial o continuada,
así como el gasto indirecto que les ge-
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nera el acceso a los servicios públicos
correspondientes, gasto que puede ser
no despreciable en los casos de proce-
sos largos de formación inicial11.

Es un tema sobre el cual hay muy
poca evidencia empírica sistematizada,
y por ello, en gran medida, el análisis
descansa en evidencias fragmentarias
o en impresiones del autor. Sin embar-
go, cobra especial relevancia si se con-
sidera a la luz de algunos de los temas
planteados en el marco de referencia
presentado en la parte inicial de este
documento.

En cuanto a la inversión privada
en capacitación por parte de las em-
presas:

• Tiene que ver con las discusiones
acerca del doble carácter de la FP
como bien público y bien priva-
do, por cuanto incluye aspectos
tales como la propensión de las
empresas a invertir en capacita-
ción específicamente relevante al
puesto de trabajo, mientras que el
trabajador tendría más interés en
adquirir competencias de tipo
transversal que mejoren su movi-
lidad en el mercado de trabajo.

• De otra parte, aparece el tema de
la heterogeneidad estructural de
las economías de la región, que se
ve reflejada en la variedad de po-
siciones empresariales en materia
de implementación de tecnologías
y estrategia de recursos humanos.
Simplificando, una es la situación
de las empresas que –independien-

temente de su tamaño– están in-
sertas en cadenas productivas o
segmentos de mercado altamente
competitivos y por lo tanto están
obligadas a invertir en la capaci-
tación de su fuerza laboral, y otra
la de las pequeñas y medianas in-
dustrias de corte más tradicional,
que sobreviven difícilmente en el
mercado interno y que dependen
absolutamente de la oferta públi-
ca de formación y, sobre todo, del
entrenamiento informal en el
puesto de trabajo.

• Finalmente, tiene que ver con la
propensión de las empresas a in-
vertir más en la formación conti-
nuada de sus cuadros altos y me-
dios, en desmedro de la de sus ni-
veles operativos, ante quienes la
estrategia de recursos humanos
suele basarse en criterios de selec-
ción que descansan en la exigen-
cia de una educación general bá-
sica o media como requisito cen-
tral, y luego en la capacitación in-
formal en el puesto de trabajo.

En cuanto a la inversión privada
por parte de los trabajadores, tiene
implicaciones en por lo menos los si-
guientes temas:

• En primer lugar, con el de la equi-
dad de acceso, pues es evidente
que los trabajadores de menores
recursos son los que tienen menor
capacidad de compra de esta cla-
se de servicios y, cuando lo hacen,
corren el riesgo de acceder a los
de menor calidad.
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• También es relevante en este aná-
lisis el problema de la relativa de-
bilidad de las organizaciones sin-
dicales de la región para abordar
el tema de la formación profesio-
nal en las instancias de negocia-
ción político-institucional, pero
especialmente en las de participa-
ción administrativa en organismos
bi o tripartitos y en los de concer-
tación técnica de programas con-
cretos de capacitación. Tal debili-
dad es, por un lado, reflejo de las
dificultades que en la actualidad
enfrentan universalmente los mo-
vimientos sindicales, que les
obliga a concentrar su acción en
las negociaciones políticas de al-
cance reivindicativo sobre el sa-
lario y los beneficios sociales de
efecto inmediatamente sensible
por los trabajadores, pero también
de la escasez de experiencia y co-
nocimiento sobre la gestión y eje-
cución directas de la formación
profesional. Salvo casos muy res-
petables en el Brasil, Uruguay, Ar-
gentina y México, son práctica-
mente inexistentes los programas
o instituciones de capacitación la-
boral pertenecientes a organiza-
ciones sindicales.

• De estos aspectos se desprende
toda una línea de reflexión acerca
del papel del financiamiento pú-
blico y de sus instituciones admi-
nistradoras o ejecutoras, como me-
canismos estimuladores de ambos
tipos de inversión privada, de ca-

nalización de recursos públicos
para compensar las carencias de
acceso a la formación de los sec-
tores más vulnerables, de creación
de sistemas de información trans-
parentes para facilitar a los
oferentes la definición de produc-
tos pertinentes a las reales deman-
das de los sectores productivos y
adecuados a las condiciones de los
mercados de trabajo y, a los de-
mandantes, decisiones informadas
de compra, etc.

En suma, acerca de la necesidad
de reconocer, estimular y regular inte-
ligentemente un mercado de competen-
cias laborales en el que tenga oportu-
nidad de desarrollarse una oferta pú-
blica y privada amplia, diversa, flexi-
ble y pertinente, tanto para el servicio
de la demanda privada como para la
contratación como ejecutores de pro-
gramas de financiamiento público.

III. Conclusiones y recomenda-
ciones

La reseña que se acaba de presen-
tar sobre el panorama del financia-
miento de la formación rofesional en
América Latina y el Caribe muestra
que los países de la región han respon-
dido a los retos de la transformación
productiva y la internacionalización
económica, con un importante esfuer-
zo de diversificación y adecuación de
sus sistemas institucionales y mecanis-
mos de financiamiento.
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Algunos rasgos de este nuevo pa-
norama del financiamiento de la FP en
la región, son:

a) La diversificación de mecanismos
de financiamiento público: ade-
más de los tradicionales sistemas
de la contribución parafiscal y de
la asignación de recursos de pre-
supuesto nacional por la vía de los
sistemas educativos formales, apa-
recen otras modalidades como la
franquicia tributaria y la devolu-
ción de aportes, que estimulan la
inversión en capacitación por par-
te de las empresas. También em-
piezan a perfilarse modalidades de
estímulo a la demanda, aun en el
terreno de los servicios de desa-
rrollo empresarial, pero potencial-
mente aplicables en el de la capa-
citación de trabajadores.

b) Se diversifican también los agen-
tes de financiamiento público: ya

más integrados dentro de políticas
públicas y marcos institucionales
estables que en otros.

d) Se percibe la existencia de un sig-
nificativo esfuerzo de inversión
privada de parte de empresas y tra-
bajadores, aunque fuertemente
segmentado.

e) Emerge una oferta privada, ten-
dencialmente amplia y diversifi-
cada, que en primer lugar ha res-
pondido a la demanda privada,
pero que ha empezado a ser reco-
nocida y movilizada por las fuen-
tes de financiamiento público

f) Empiezan a conformarse, en con-
secuencia, verdaderos mercados
de competencias laborales, a los
que concurren múltiples provee-
dores públicos y privados.

Es especialmente llamativo que la
diversidad de mecanismos y fuentes de
financiamiento, que podría caer fácil-
mente en la fragmentación desordena-
da, ha empezado en algunos países a
ser organizada en sistemas institucio-
nales integrados, respondiendo a las
circunstancias, dinámicas y tradiciones
particulares de cada uno, pero con al-
gunos rasgos comunes: la renuncia al
monopolio de oferta o por parte de
cualquier sistema institucional indivi-
dual; el reconocimiento y estímulo a
la existencia de un mercado de oferta
y demanda; el retiro del Estado hacia
papeles más centrados en el financia-
miento y la regulación, y la búsqueda
de efectos sinérgicos mediante la
complementación de fuentes y oferen-
tes.

La diversidad de
mecanismos y
fuentes de
financiamiento,
que podría caer
fácilmente en la
fragmentación
desordenada, ha
empezado en
algunos países a
ser organizada en
sistemas
institucionales
integrados,
respondiendo a
las circunstancias

no son solo los Mi-
nisterios de Educa-
ción y las IFPs, sino
que se suman los
Ministerios de Tra-
bajo, las Secreta-
rías de Bienestar
Social, los Fondos
de Solidaridad o
Compensación So-
cial, etc.,

c) Proliferan progra-
mas de financia-
miento público fo-
calizados en pobla-
ciones vulnerables,
en algunos casos
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Los alcances de este estudio no
permiten valoraciones de tipo cuanti-
tativo, por lo que no caben conclusio-
nes respecto a montos de inversión, o
si esta guarda relación con las necesi-
dades. Estimar la magnitud de los re-
cursos involucrados, por la misma di-
versidad señalada entre mecanismos de
financiamiento y entre países, plantea
retos metodológicos excepcionales,
que pasan por la pregunta de cómo se
miden las necesidades.

En cualquier caso, un acercamien-
to pragmático al tema, particularmen-
te adecuado a las características pro-
pias de la formación profesional, es que
la necesidad existe cuando es percibida
como útil por sus beneficiarios, en este
caso por empresarios (para su compe-
titividad) y trabajadores (para su em-
pleabilidad). Cualquier inversión, pú-
blica o privada, que no produzca re-
sultados verificables en alguno de es-
tos frentes corre el riesgo de convertir-
se en un despilfarro de recursos.

Sobre esa base, cabe afirmar que,
antes de orientar las políticas públicas
a la ampliación o defensa de los volú-
menes actuales de inversión, es urgen-
te dirigir los esfuerzos hacia el estímulo
de formas de organización, mecanis-
mos de financiamiento y prácticas
programáticas que han mostrado ma-
yor efectividad vis a vis los objetivos
de competitividad y empleabilidad de
la formación profesional. Y no es ne-
cesario ser especialmente ingeniosos
para identificar esas líneas de acción,
pues resultan ser las que caracterizan

a los casos más exitosos, universalmen-
te y en la misma región latinoamerica-
na y del Caribe. Veamos:

a) Estimular los procesos de articu-
lación sistémica, de fuentes de
financiamiento y ofertas de servi-
cio, manteniendo un alto nivel de
flexibilidad y la diversidad, pero
superando los extremos de la frag-
mentación o el monopolio.

b) Concentrar el financiamiento pú-
blico en los programas de FP
orientados a la formación inicial
o de recalificación estructural de
mano de obra, y promover, facili-
tar y demandar mayor participa-
ción de la inversión privada en los
procesos de formación continua-
da, formación en la empresa, etc.

c) Estimular la demanda privada de
formación profesional más direc-
tamente vinculada a procesos pro-
ductivos reales, o sea la capacita-
ción en la empresa.

d) Estimular la oferta privada, orien-
tada al mercado y estrechamente
articulada con los sectores empre-
sariales, para incrementar su nivel
de pertinencia y mejorar su rela-
ción costo-efectividad.

e) Estimular mecanismos efectivos y
transparentes de regulación de la
calidad y la efectividad de los
mercados de formación, como los
orientados a la normalización y
certificación de competencias,
autoadministrados por los secto-
res beneficiarios.

f) Estimular la realización de estudios
rigurosos de evaluación de impacto
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y análisis de costo-beneficio de las
diversas modalidades de oferta, y
colocar la información resultante al
alcance de los empresarios y traba-
jadores que toman decisiones de in-
versión en formación profesional.

NOTAS
1 Lo anterior, sin perjuicio de reconocer los serios esfuerzos que algunos países han realizado recien-

temente en la definición e implantación de una nueva educación media polivalente.
2 Para diferenciarlos de la capacitación informal, que se produce de manera espontánea a lo largo de

los procesos productivos en todo tipo de empresas.
3 En rigor deberíamos incluir en esta categoría a los sistemas de educación tecnológica postsecundaria

no universitaria, puesto que las reformas más avanzadas de la educación media técnica en los sistemas
formales tienden a definir esta modalidad como el primer ciclo de la educación tecnológica y, por otra
parte, porque las modalidades de educación tecnológica postsecundaria están cumpliendo crecientemente
un papel en la formación inicial de nueva fuerza de trabajo, sobre todo en los sectores más modernos del
aparato productivo. Pero la complejidad socio-institucional de este tema es imposible de aprehender dentro
de los alcances del presente documento.

4 Téngase en cuenta que estrictamente el SEBRAE no es una IFP, aunque desarrolle actividades de
capacitación como parte de sus servicios de desarrollo empresarial.

5 La siguiente no se trata de una tipificación en sentido estricto, puesto que varios casos comparten
diversas categorías y, por lo tanto, ellas no son mutuamente excluyentes.

6 PEQ por su nombre en portugués,” Planos Estaduais de Qualificação”.
7 Téngase en cuenta que el SENCE administra, además de los recursos de la franquicia tributaria,

otros programas que son financiados por el Fondo Nacional de Capacitación, FONCAP, cuyos recursos
provienen del presupuesto nacional y son asignados tomando en cuenta prioridades de política social y
económica, junto con análisis de desempeño y de costo-efectividad.

8 Es esta temporalidad acotada, así como su mayor grado de articulación a políticas públicas de
empleo con marcos institucionales estables, lo que nos condujo a ubicar casos como los del FAT/CODEFAT/
PLANFOR de Brasil y el FRL/JUNAE de Uruguay, que comparten otras características de este tipo de
programas, en una categoría diferente, la del financiamiento público desde los Ministerios de Trabajo.

9 Otros dos casos nacionales que, bajo estrategias diferentes podrían incluirse en esta categoría, son
los de Brasil y Chile.

10 Nos referimos a procesos de capacitación con cierto nivel de estructuración, dejando de lado a la
capacitación informal que siempre ha estado asociada al trabajo.

11 El concepto de gasto privado, asociado al acceso a la educación pública, ha sido más elaborado por
los estudiosos de este sector.

g) Promover la ampliación de los ni-
veles de participación de los acto-
res sociales, empresarios y traba-
jadores, en la administración fi-
nanciera y programática de la for-
mación profesional.♦
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El Salvador: La estrategia formativa del Instituto Salvadoreño
de Formación Profesional

En su calidad de institución rectora y coordinadora del sistema de
formación profesional de El Salvador, el Instituto Salvadoreño de Forma-
ción Profesional (INSAFORP) se planteó los siguientes objetivos estraté-
gicos para el cuadrienio 2000-2004:

• Asesorar a las empresas para el desarrollo de los recursos humanos.
En este objetivo se plantea “Contribuir a incrementar la productivi-
dad empresarial, mediante el desempeño de funciones de asesoría y
capacitación permanente que actualicen y perfeccionen los conoci-
mientos de los recursos humanos”.

• Formación profesional a la Población Económicamente Activa. Lo
que se persigue es “Fortalecer el conocimiento y habilidades produc-
tivas de la población beneficiaria, que propicie su inserción al mer-
cado laboral, mediante programas que respondan a las necesidades
de desarrollo económico y social del país”.

• Normalización de procesos para el sistema de formación profesio-
nal. El fin es “Fortalecer y mantener actualizado el marco normativo
institucional, que permita la estandarización de los servicios y proce-
sos de formación profesional, asegurando su calidad”.

En función de estos objetivos, y de entre los múltiples programas
desarrollados por el INSAFORP, se destacan el Programa de Formación
en Empresas y el Programa Habilitación  para el Trabajo (HABIL).

Por medio del primero se capacita al personal de las empresas, tanto
en los niveles operativos, como de mandos medios y gerenciales, en el
marco del mejoramiento continuo de la productividad nacional, que per-
mita elevar la competencias individuales y la competitividad del país,
considerando las exigencias de la globalización.

Se inició en 1996, capacitando a 331 personas y llegó al 2001 capaci-
tando a 83,338 personas; haciendo un total en el período (1996/2001) de
213,629 personas. Un dato interesante es que en el 2001 se capacitó a un
19% de los trabajadores de las empresas cotizantes. Para el 2002 la pro-
yección es de capacitar 59,426 personas en todas las acciones sustantivas.

El programa HABIL viene funcionando desde 1996. Su objetivo es
implementar acciones de formación profesional que posibiliten a la po-
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blación desempleada, subempleada o empleada, la aplicación de conoci-
mientos, el desarrollo de habilidades y la formación de valores, que con-
tribuyan a su inserción laboral como trabajador dependiente o como em-
prendedor independiente (los cursos tienen un módulo básico de gestión
empresarial) o su mejoramiento del desempeño laboral.

Este programa ha mostrado ya su impacto, al acertar en la relación
existente entre los empleos que la población usuaria de estos cursos ad-
quiere, y la capacitación recibida. El porcentaje promedio de inserción
laboral de los participantes en el programa HABIL 1999 fue del 20%.

Se ha sentido la necesidad de que el INSAFORP continúe relacio-
nando la capacitación con la posibilidad de inserción al trabajo, enfocan-
do esfuerzos en áreas en las que se proyecten acciones o proyecto de
desarrollo.

El HABIL ha venido formando cada vez mayores contingentes de
personas: de 4,422 en 1996, a 25,489 en el 2001, lo que hace un total
acumulado de 94,937 personas, entre 1996 y 2001.


